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Este artículo de reflexión busca determinar desde el punto de vista doctrinal y 
jurisprudencial la posibilidad de que a una persona que cumpla la edad mínima de pensión con 
posterioridad al 31 de diciembre de 2014, sea posible aplicarle el régimen de transición 
consagrado en el art. 36 de la Ley 100 de 1993, y por consiguiente, se pueda reconocer su 
pensión de vejez con sustento en el régimen anterior a la entrada en vigencia del sistema general 
de pensiones. 
 
Para llegar a dicha respuesta, se hará un análisis frente a los principios de interpretación del 
derecho de trabajo, en especial, aquellos que de manera directa aplican para el desarrollo 
normativo de las pensiones de vejez, prioritariamente frente a las expectativas legítimas, meras 
expectativas, derechos adquiridos y progresividad, haciendo hincapié en convenios y tratados 
internacionales, señalando además la perspectiva doctrinal y jurisprudencial del tema.  
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This reflective article tries to determine from a doctrinal and jurisdictional perspective, 
whether a person who turns 18 years of the minimum age of pension after December 31, 2014, 
should be eligible to apply for the transition regimen established in Law 100 of 1993, Article 36.  
If so, should the pension be granted in accordance with the transition regimen implemented prior 
to the current general system of pensions. 
  
To address these questions it will be necessary to conduct an analysis of Labor Law,  
specifically we must look at those principles that apply directly to the normative development of 
old-age pensions, especially considering expectations, acquired rights and progressiveness, 
emphasizing international agreements and treaties, while also pointing to the doctrinal and 
jurisdictional perspective on the subject. 
 





La inquietud nace dentro del contexto de la seguridad social en especial en el ámbito 
pensional, puesto que en virtud de la limitación que consagra el artículo 36 de la Ley 100 de 
1993 y las disposiciones contenidas en el Acto Legislativo 01 de 2005; el régimen de transición 
solo puede beneficiar a aquellas personas que cumplan con los requisitos de edad y densidad de 
semanas con anterioridad al 31 de diciembre de 2014, para lo cual el presente artículo de 
reflexión pretende determinar la viabilidad de la aplicación del régimen de transición en personas 
que cumplan la edad mínima de pensión con posterioridad al 31 de diciembre de 2014. 
 
Mediante la posición ya mencionada, se considera entonces que a las personas que 
cumplieron la edad mínima de pensión con posterioridad al 31 de diciembre de 2014, se les están 
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vulnerando principios tales como el de progresividad, derechos adquiridos y expectativas 
legítimas al limitarse la posibilidad de acceder a una pensión de vejez, en contraposición la 
aplicación de las normas más convenientes y el principio de la condición más beneficiosa. 
 
 
Aproximaciones teórico conceptuales en la doctrina del régimen transicional de 
pensiones 
 
Con la entrada en vigencia del sistema general de pensiones consagrado en la Ley 100 de 
1993, que se crea de forma general para los trabajadores particulares y afiliados al Instituto de 
Seguros Sociales (ISS) a partir del 1 de abril 1994, y para servidores públicos de nivel 
departamental, municipal y distrital, afiliados a más tardar el 30 de junio de 1995 como lo cita el 
artículo 151. 
 
El panorama pensional en Colombia mutó entonces a efectos de que las normas en materia 
pensional se unificaran, integrando en el ámbito jurídico dos sistemas excluyentes pero 
coexistentes, el Régimen de Prima Media con Prestación Definida, administrado en un principio 
por el ISS (hoy Administradora Colombiana de Pensiones, COLPENSIONES), y el Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad RAIS, administrado por las diferentes Administradoras de 
Fondos de Pensiones, en su mayoría de origen privado. 
 
En aras de salvaguardar el derecho de las personas que tenían la expectativa de pensionarse 
con fundamento en una disposición anterior a la referida Ley 100 de 1993, la misma norma 
consagró en su articulado un régimen de transición: 
 
Régimen de transición. La edad para acceder a la pensión de vejez, continuará en cincuenta 
y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el año 2014, fecha 
en la cual la edad se incrementará en dos años, es decir, será de 57 años para las mujeres y 
62 para los hombres. La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el 
número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al 
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momento de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si 
son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años 
de servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren 
afiliados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la 
pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley. (El 
Congreso de la República de Colombia, 1993, art. 36)  
 
De igual manera, conforme la norma citada y en concordancia con lo dispuesto en el 
decreto 813 de 1994, dos los requisitos para que una persona se beneficie del régimen de 
transición: “a) Haber cumplido 40 o más años de edad si son hombres, o 35 o más años de edad 
si son mujeres y b) Haber cotizado o prestado servicios durante 15 o más años” (Presidencia de 
la República de Colombia, 1994, art. 2).  
 
Como consecuencia de cumplir con los requisitos de edad y tiempo de servicio o número de 
semanas cotizadas establecidos en las disposiciones del régimen que se les venía aplicando con 
anterioridad al 1 de abril de 1994, tendrán derecho al reconocimiento de la pensión de vejez o 
jubilación; lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3º del decreto 813 de 1994, 
incluso por extensión a los servidores públicos de nivel departamental, municipal y distrital, a 
quienes el sistema general de pensiones podía entrar a regir a más tardar el 30 de junio de 1995, 
como ya se había indicado. 
 
Y es que precisamente, poder acceder a la pensión de vejez con sustento en una disposición 
anterior a la Ley 100 de 1993 a todas luces es más favorable en razón a que los nuevos requisitos 
contemplados son más gravosos. Para efectos de éste artículo se indicarán los requisitos 
dispuestos en la Ley 33 de 1985, ley 71 de 1988 y el acuerdo 049 de 1990 aprobado por el 
Decreto 758 del mismo año. 
 
En primer lugar, la Ley 33 de 1985 es una norma aplicable a los empleados del sector 
público como requisito para acceder a la pensión de jubilación y exige haber prestado servicios 
por veinte años continuos o discontinuos, además tener 55 años de edad, la prestación se calcula 
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con base el 75% del salario promedio con referencia en los aportes durante el último año de 
servicio  (El Congreso de Colombia, 1985, art.2).  
 
Seguidamente, la ley 71 de 1988 reconoce una pensión de jubilación por aportes, para 
quienes al cumplir 60 años o más de edad si es varón, o 55 años o más si se es mujer, acrediten 
en cualquier tiempo 20 años o más de cotizaciones o aportes continuos o discontinuos en el ISS y 
en una o varias de las entidades de previsión social del sector público, con un monto equivalente 
al 75% del salario base de liquidación (reglamentada por el Decreto 2709 de 1994) (Presidencia 
de la República de Colombia, 1994, art. 8). 
 
En relación, al Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, como 
requisitos para acceder a la pensión de vejez establece dos, 
a) sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de 
edad, si se es mujer, y b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas 
durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o 
haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en 
cualquier tiempo, y una tasa de reemplazo que va desde el 45% y un máximo del 90% para 
efectos de calcular el monto de la pensión de vejez.  (Presidencia de la República de 
Colombia, 1990, art. 2) 
 
Después, se encuentra la ley 100 de 1993 en su texto original consagra como requisitos para 
acceder a la pensión de vejez, 
1) Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer, o sesenta (60) años de 
edad si es hombre, y 2) Haber cotizado un mínimo de mil (1.000) semanas en cualquier 
tiempo, frente al monto de la pensión contempla un equivalente al 65% del ingreso base de 





Posteriormente, fue proferida la ley 797 de 2003, la cual modificó los requisitos para 
acceder a la pensión de vejez, conservando lo relacionado con la edad hasta el 31 de diciembre 
de 2013,  
pues a partir del 1º de enero de 2014 lo aumentó en dos años para ambos géneros, y frente a 
las semanas, también incrementó sus requisitos a partir del 1 de enero de 2002 en 50 
semanas y desde el 1 de enero de 2006 en 25 semanas cada año hasta llegar a 1300 semanas 
para el 2015; frente al monto de la pensión también lo modificó a partir del 1 de enero de 
2004, para lo cual fijó unas reglas con fundamento en una formula decreciente en función 
del nivel de ingresos y para ello implementó la siguiente: r = 65.50 - 0.50 s, donde: r = 
porcentaje del ingreso de liquidación, y s = número de salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, y restringiendo el valor de la pensión hasta un 80% del ingreso base de 
liquidación.  (El Congreso de Colombia, 2003, art 10 y 20) 
 
Conforme lo expuesto, es evidente que en aplicación del régimen de transición es más 
favorable el reconocimiento de la pensión de vejez, pues la exigencia en semanas o tiempo de 
servicio es inferior a los dispuesto en la ley 797 de 2003, y a su vez el monto de la misma 
también es superior. 
 
El gobierno nacional en aras de poner límite temporal al régimen de transición, profirió el 
Acto Legislativo 01 de 2005 por medio del cual se adicionó el art. 48 de la Constitución 
Nacional, en lo respecta al tema objeto de estudio, dispuso: 
Parágrafo transitorio 4º. El régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993 y 
demás normas que desarrollen dicho régimen, no podrá extenderse más allá del 31 de julio 
de 2010; excepto para los trabajadores que estando en dicho régimen, además, tengan 
cotizadas al menos 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en 
vigencia del presente Acto Legislativo, a los cuales se les mantendrá dicho régimen hasta el 
año 2014. Los requisitos y beneficios pensionales para las personas cobijadas por este 
régimen serán los exigidos por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y demás normas que 




Conforme lo anterior, se tiene entonces, que para que a una persona beneficiaria del 
régimen de transición se le continúe aplicando dicho beneficio, es necesario que a la entrada en 
vigencia el Acto Legislativo 01 de 2005 (25 de julio de 2005), acredite al menos 750 semanas o 
su equivalente en tiempo de servicio, y por ello el régimen de transición se le seguirá aplicando 
hasta el año 2014. 
 
Los requisitos para ser beneficiario del régimen de transición tal y como ya se ha señalado, 
son excluyentes pues la norma se refiere i) acreditar a la entrada en vigencia la Ley 100 de 1993, 
40 años o más si es hombre, 35 años o más si es mujer; ii) acreditar 15 años o más de servicios 
cotizados. 
 
Frente al primer requisito, la edad, se torna lógico entender que una persona sea hombre o 
mujer, para el año 2014 sería cronológicamente imposible que cumpla la edad mínima con 
posterioridad, esto es 60 años para los hombres y 55 las mujeres; situación diferente ocurre con 
el segundo requisito, pues está la posibilidad de acreditar los 15 años cotizados y contar con una 
edad inferior a 40 o 35 dependiendo del género, situación que a todas luces conlleva que la edad 
mínima para acceder a la pensión se cumpla con posterioridad al 31 de diciembre de 2014. 
 
La situación acá planteada no fue tenida en cuenta por el legislador al momento de limitar 
los efectos del régimen de transición, bien sea por la misma ley 100 de 1993 o por el acto 
legislativo 01 de 2005. 
 
Frente a este tema, se pronunció Restrepo Otálvaro (2016), al señalar que “el requisito de 
las 1.000 semanas en cualquier tiempo, único evento en que el régimen de transición se extiende 
más allá del año 2014” (pág. 192), sosteniendo para ello que en virtud del decreto 758 de 1990 
previo que las 1.000 semanas podrían cotizarse en cualquier tiempo. 
 
Sin embargo, respecto al caso objeto de estudio, se sostiene que frente a las “edades 
efectivamente el tiempo máximo lo constituye bien el 31 de julio de 2010 o el 31 de diciembre 
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de 2014, según el caso, en razón a la temporalidad del régimen de transición” (Restrepo 
Otálvaro, 2016). 
 
Por consiguiente, en la aplicación del régimen de transición después del 31 de diciembre de 
2014, Sánchez (2017), sostiene 
Se debe predicar la inconstitucionalidad del parágrafo transitorio del acto legislativo 01 de 
2005, toda vez que van en contravía del bloque de constitucionalidad (convención de Viena 
I y II y normas DIDH) y las normas que rigen el sistema de seguridad social” (pág. 125).  
 
Se observa como la doctrina está empezando a pronunciarse frente al tema de la transición, 
siendo coherente en que es posible la aplicación del régimen de transición más allá del 31 de 
diciembre de 2014, situación que es la que convoca el presente artículo. 
 
Desde la óptica de la principialistica, se tiene que el sistema de seguridad social, es el 
conjunto de instituciones, normas y procedimientos, de que disponen las personas y la 
comunidad para gozar de una calidad de vida, mediante el cumplimiento progresivo de los planes 
y programas que el Estado y la sociedad desarrollen para proporcionar la cobertura integral de 
las contingencias, especialmente las que menoscaban la salud y la capacidad económica, con el 
fin de  lograr el bienestar individual y la integración de la comunidad, siendo estos contingencias 
la vejez, invalidez y la muerte, que al ser protegidas por el sistema de seguridad social, dan 
garantía a una calidad de vida encaminada a la dignidad humana, situaciones que se encuentran 
contempladas de igual forma en el convenio C128- que es el convenio sobre las prestaciones de 
invalidez , vejez y sobrevivientes con los ciudadanos de cada país miembro de la OIT. 
 
Este sistema de seguridad social se encuentra establecido en la constitución política en su 
artículo 48 como un derecho fundamental, el cual tiene como fin primordial brindar protección a 
las personas que en alguna etapa de su vida se encuentren frente a las contingencias de invalidez, 
vejez y muerte, quedando de esta manera imposibilitados para cubrir sus necesidades básicas y 
las de su entorno familiar; este derecho a la seguridad social  es de carácter obligatorio e 
irrenunciable, el cual se funda en los principios de progresividad, eficiencia, solidaridad, 
9 
 
universalidad, en donde se constituyen dos regímenes los cuales son, el de prima media con 
prestación definida y el de ahorro individual con solidaridad. 
 
De igual forma, en el convenio C-102 que es el convenio sobre la seguridad social  hace 
alusión a los inicios de la normatividad para adoptar una seguridad social en general con los 
ciudadanos de cada país miembro de la OIT. 
 
El artículo 48 de la constitución política, a su vez, mediante el acto legislativo 01 de 2005 
fue reformado, buscando de esta manera evitar el menoscabo de las finanzas públicas estatales 
producida por el régimen de transición, y comprimiendo así posibles privilegios que tenían 
ciertos sectores de la población, dando así paso a la sostenibilidad financiera del sistema 
pensional y también respetando los derechos adquiridos. 
 
Por lo tanto, como derechos están supeditados al cumplimiento de ciertos requisitos 
establecidos en cada régimen los cuales deben ser respetados desde que se adquiera la 
expectativa legitima, siendo así una persona que cumpla con los requisitos de edad y número de 
semanas cotizadas que se exigen, configura de esta manera un derecho, siendo este un derecho 
adquirido, el cual tiene que ser respetado aunque se genere un cambio de legislación, dado a que 
este derecho pasa de ser una expectativa y se adquiere desde que se ingresa al patrimonio  del 
afiliado con el cumplimiento de unos requisitos fácticos, otorgándoles carácter de intangibles, 
para no ser desconocidos con las leyes posteriores, toda vez que al desconocerse quebranta la 
dignidad y los derechos de  estos. 
 
De igual forma, estas expectativas legítimas pueden encaminarse a la condición más 
beneficiosa que se establece en el principio de favorabilidad laboral, toda vez que al realizarse un 
comparativo de regímenes, se puede establecer que el cambio de régimen el cual se viene 
aplicando, desmejorara derechos y condiciones y generará un menoscabo, situación que busca 




No implica lo anterior que la ley no cambie, sino que al momento de generarse el cambio, 
se respete la condición y derechos adquiridos, situación que se encuentra establecida de igual 
forma en el convenio sobre la conservación de los derechos en materia de seguridad social 
Convenio 157 de la OIT, en el cual se encuentran en sus disposiciones la igualdad de trato en la 
seguridad social, de la conservación de los derechos en curso de adquisición y de los derechos 
adquiridos. 
 
En un sentido similar el artículo 2.1 del Pacto internación de los Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, y el artículo 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos, que 
reglamentan lo inherente a la progresividad de los derechos y no regresividad, siendo estos 
protegidos y respetados, garantizados también por la constitución del 91 en su artículo 58 el cual 
señala, 
Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes 
civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando 
de la aplicación de una ley expedida por motivo de utilidad pública o interés social, 
resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, 
el interés privado deberá ceder al interés público o social. (Procuraduria General de la 
Nación, 1991) 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se evidencia que desde la misma constitución se encuentra 
la excepción al principio de irretroactividad de la ley, en el caso que la anterior legislación sea 
más favorable. 
 
Cabe realizarse una diferenciación entre expectativa legítima y derecho adquirido, toda vez 
que los derechos adquiridos son aquellos que han entrado de manera definitiva al patrimonio de 
la persona, mientras que la expectativa legitima es una perspectiva que no se ha llevado a cabo 
todavía; de esta manera las personas que cumplan con los requisitos de edad y tiempo de servicio 
exigidas por la normatividad vigente pueden acceder a su pensión consolidándose  así el derecho 
adquirido, caso contrario la persona que no ha completado el tiempo de servicio exigido o la 
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edad, encontrándose frente a una expectativa legitima de alcanzarlo en el momento de reunir los 
requisitos faltantes, bien sea el tiempo de servicio o el cumplimiento de la edad. 
 
Aunado a lo anterior, también es procedente hacer alusión a la normatividad y a los 
diferentes tratados internacionales que a través del tiempo se han visto como la legislación que 
prima en materia de derechos adquiridos y seguridad social; lo anterior, ha ido transformando el 
comportamiento de las naciones en virtud de las obligatorioriedades y proteccionismo con el 
ciudadano en general, trayendo consigo una mejora sustancial de la relación entre el estado y los 
particulares, al igual que de la independización de los servicios en pro de su eficiencia. 
 
Es necesario recalcar que, no todo es en la proporcionalidad que debería ser porque se 
observa como el sentido corruptible se apodera de las esferas de la seguridad social; esta 
situación conlleva a que el Estado busque regular las relaciones con las personas para efectos de 
que la ciudadanía en general tenga un acceso adecuado a las prestaciones derivadas y sus 
derechos adquiridos por el mismo deber que tiene el sistema de proteger y garantizar. 
 
Es así como la constitución nacional en su artículo 2, consagra algo esencial para la garantía 
de los derechos de los ciudadanos con el fin de  “servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución” (Procuraduria General de la Nación, 1991). 
 
Pero el punto de partida para la seguridad social a nivel mundial, es enmarcado por la 
Organización Internacional del Trabajo en el año de 1952, mediante el cual se estableció el 
“C102 - Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 102); (Entrada en vigor: 27 
abril 1955); Adopción: Ginebra, 35ª reunión CIT (28 junio 1952)”, relativo a la norma mínima 
de la seguridad social.  
 
Bajo ésta premisa, la OIT regula la normatividad en materia de seguridad social para los 
estados que la acojan con el fin de asegurar el bienestar de todos los ciudadanos que componen 
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los estados miembros, presentando los lineamientos generales que deben de tener los mismos en 
materia de seguridad social en general. 
 
A partir de allí comienza a regularse las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivientes 
gracias a la necesidad que existe entre los ciudadanos después de un término laboral activo, 
siendo así como la OIT presenta el “C128 - Convenio sobre las prestaciones de invalidez, vejez y 
sobrevivientes, 1967 (núm. 128), (Entrada en vigor: 01 noviembre 1969) Adopción: Ginebra, 51ª 
reunión CIT (29 junio 1967). 
 
Lo laboral, genera un punto de partida para regular las relaciones de manera integral entre 
los empleados y los empleadores; se crea entonces con el fin de proteger al empleado en materia 
de salud en el momento de ejercer las labores asignadas para la producción establecida en su 
objeto social empresarial, tal y como lo enmarca la OIT mediante el Convenio “C121 - Convenio 
sobre las prestaciones en caso de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, 1964 [Cuadro I 
modificado en 1980] (núm. 121) (Entrada en vigor: 28 julio 1967), Adopción: Ginebra, 48ª 
reunión CIT (08 julio 1964)”. 
 
Las relaciones entre el empleador y el empleado tienen unas premisas que son reguladas por 
la OIT, las cuales parten del respeto, la armonía y el buen trato para hacer del trabajo un 
ambiente adecuado para la salud, la producción y el cumplimiento de todo aquello que se 
requiere en función del trabajo que se ejerce, tal y como lo contempla el convenio “C118 - 
Convenio sobre la igualdad de trato (seguridad social), 1962 (núm. 118) de nacionales y extranjeros 
en materia de seguridad social (Entrada en vigor: 25 abril 1964). Adopción: Ginebra, 46ª reunión 
CIT (28 junio 1962)”. 
 
La importancia radica en que la seguridad social debe de ser siempre el fundamento para la 
relación adecuada entre el estado y los particulares en el cuidado y conservación de su salud y 
todo aquello que les impida ejercer las funciones asignadas; siempre debe de tenerse la consigna 
de conservar la seguridad social en los estados miembros y sobre todo bajo la protección del 




Gracias a que el Convenio “157 - Convenio sobre la conservación de los derechos en materia de 
seguridad social, 1982 (núm. 157). Convenio sobre el establecimiento de un sistema internacional 
para la conservación de los derechos en materia de seguridad social (Entrada en vigor: 11 
septiembre 1986). Adopción: Ginebra, 68ª reunión CIT (21 junio 1982)”, entró en vigencia, en 
materia de seguridad social, ya puede ser garantizado que los derechos de los ciudadanos en 
general de los estados miembros, se podrán aplicar sin distinción alguna. 
 
Y es que precisamente toda la legislación internacional va encaminada a obtener el mayor 
bienestar posible de la población, siendo uno de los elementos primordiales el acceso a la 
seguridad social, en especial el derecho a una vejez digna; lo anterior obliga entonces a los 
Estados miembros a adoptar medidas que permitan cumplir con dichos postulados y evitando un 
actuar regresivo. 
Interpretación del régimen de transición: una visión contextualizada a la realidad 
 
Gracias a las aplicaciones normativas que existen a través del tiempo y por las entidades 
que rigen la materia a nivel mundial, comienzan a desprenderse regulaciones para nuestro país 
teniendo como base un bloque de normas que facilitan la relación entre los particulares y el 
Estado, así como de los empleadores y los empleados. 
 
El ejercicio laboral en Colombia reúne una serie de situaciones que requieren su aplicación 
en la normatividad de acuerdo a los convenios internacionales al igual que las regulaciones 
internas para la aplicación y atención inmediata. De allí que a través del tiempo del ejercicio 
laboral existe la necesidad de regular el sistema pensional y lo relacionado con el régimen de 
transición para quienes han laborado en oportunidades que establece la ley vigente como se está 
desarrollando a través del presente artículo. 
 
En relación a las Sentencia C-418 (2014)  de la Corte Constitucional y la SL6557 (2017)  
de la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia, se esgrimen y desarrollan los requisitos 
que la ley fija para quienes son beneficiarios del régimen de transición, al igual que fija las 
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posiciones de las Cortes para conceder un derecho, que aunque en muchos casos es incierto, 
finalmente la ley es clara para concederlos por el lleno de los requisitos y es atribuible a los 
pensionados o a quienes pretenden ser sus beneficiados. 
 
Así pues, en Sentencia C-789/02 de la  Corte Constitucional, un ciudadano presenta 
demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 36, incisos 4 y 5 de la Ley 100 de 1993, 
contra los artículos 13, 25, 48, 53 y 58 de la Constitución Política. 
 
Entonces puede evidenciarse que a criterio de la ciudadanía está la perspectiva de que el 
acceso al régimen de transición constituye un derecho adquirido y no una mera expectativa, y 
como tal debe recibir la especial protección del Estado de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
58 de la constitución nacional. 
 
Como lo consagra la constitución nacional en su artículo 53 al indicar la “irrenunciabilidad 
a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales” (Procuraduria General de la Nación, 
1991), se impide toda posibilidad de renunciar a los derechos adquiridos.  
 
Pero la Corte es clara en afirmar la exequibilidad de los incisos 4º y 5º del artículo 36, 
“siempre y cuando se entienda que estas disposiciones no se aplican a quienes habían cumplido 
quince (15) años o más de servicios cotizados al momento de entrar en vigencia el sistema de 
seguridad social en pensiones” (El Congreso de la República de Colombia, Ley 100, 1993), a 
efectos de acceder a la pensión con fundamento en la norma anterior a la Ley 100 de 1993; así 
también el poder aplicar el cálculo del monto de la pensión conforme al sistema en el que se 
encuentre la persona. 
 
En la actualidad, la jurisprudencia de la Corte Suprema frente a la aplicación del régimen de 
transición es clara en señalar que para que el mismo sea aplicable a una persona, no solo debe 
cumplir con los requisitos exigidos en el art. 36 de la Ley 100 de 1993, sino también estar 
afiliado al sistema, lo que le genera una “expectativa legitima de que su pensión será producto de 
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aplicar el sistema o régimen pensional anterior del cual es beneficiario” (Sentencia SL6557, 
2017).  
 
En la actualidad, bien sea por la jurisprudencia de las Altas Cortes o por la jurisprudencia 
del Tribunal Superior de Pereira, se tiene que aún no hay precedentes con relación al 
reconocimiento de la pensión de vejez para aquellas personas que pese a no acreditar la edad 
mínima requerida al 1 de abril de 1994, si contaban con los 15 años cotizados o su equivalente a 
tiempo de servicios; pues solo hasta ahora se están presentando las demandas en las cuales se 
invoca el derecho a que sea aplicado el régimen de transición para personas que cumplieron con 
la edad mínima exigida con posterioridad al 31 de diciembre de 2014. 
 
Sin embargo de manera local existen precedentes que permiten la aplicación de normas 
derogadas bajo el supuesto de que para cierto grupo de personas nace una expectativa legitima al 
cumplir con uno de los dos requisitos para acceder a la pensión de vejez, antes de la entrada en 
vigencia la ley 797 de 2003, situación que se ha ventilado ante la jurisdicción ordinaria.  
 
La seguridad jurídica que también cubre a quienes son titulares de expectativas legítimas, 
ante las cambiantes normas reguladoras de la prestación, baste que, reunido el primero de 
los requisitos, se le permita conocer desde allí la otra condición a reunir para adquirir su 
derecho pensional.  (Sentencia de Segunda Instancia, 2015)  
 
Lo anterior, en razón a que todo afiliado a la seguridad social le asiste el derecho de 
conocer de antemano los requisitos con los cuales alcanzará el beneficio pensional sin 
menoscabo de la configuración legislativa, puesto que aunque con el sólo cumplimiento de la 
edad no se consolida el derecho a su titular. 
 
Lo cierto es que esa normativa le crea una expectativa legítima con las exigencias en ella 
previstas (60 años de edad y 1.000 semanas), lo cual en términos del órgano de cierre,  
Es susceptible de protección y no podría ser desconocido por el legislador, porque tal 
entendimiento resultaría regresivo y contrariaría el ordenamiento superior, concretamente 
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los principios consagrados en el artículo 48 de la Carta que entroniza a la seguridad social 
como un derecho irrenunciable y tiene en el principio de progresividad uno de sus báculos.  
(Sentencia SL 5470, 2014)  
 
Se puede evidenciar una mutación del sistema y un poco de subjetividad en casos de 
similares características, donde el anterior del Tribunal no reconoce el ser beneficiario del 
régimen de transición a un ciudadano, pero en virtud de la línea planteada, sí reconoce el derecho 
en términos de la Ley 100 de 1993 en su texto original.  
 
En el evento del demandante no existe ausencia de norma que regulara puntualmente la 
pensión de vejez, o que ésta tenga que diferirse a una disposición que no estaba vigente al 
momento del cumplimiento de la edad, aconteció sin embargo, que para la fecha de su 
arribo, no había cumplido con la densidad de semanas, que no era otra que la disciplinada 
por la Ley 100 de 1993 original, y por ende, su derecho se consolidaba al reunir dicho 
requisito, el cual satisfizo en 2012, por haber superado 1.000 semanas, toda vez que su 
última cotización data del 31 de julio de ese año, con 1007,86 aportes. (Tribunal Superior 
de Pereira, 2015) 
 
Con el anterior fundamento, se revocó la decisión impugnada y fue concedido el derecho al 
actor con arreglo a las voces del artículo 33, primigenio de la Ley 100 de 1993, al aglutinar tanto 
la edad como la densidad de cotizaciones requeridas por la norma en cita. 
 
Posición que nuevamente se reitera, dentro del proceso con número de radicado 2014-
00299 se afirma que,  
no tuvo en cuenta que la demandante cumplió los 55 años de edad el 23 de marzo de 2004 
y, por tanto, tenía derecho al reconocimiento de la pensión de vejez cuando cumpliera la 
cantidad de semanas exigidas en esa anualidad por la Ley 797 de 2003 -1000 semanas- , y 
no aquellas requeridas con posterioridad al 1º de enero de 2005, pues cuando cumplió la 
edad mínima ya tenía en su haber una legítima expectativa de que se pensionaría cuando 
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alcanzara 1000 semanas de cotización y no un número superior.  (Sentencia del 11 de 
diciembre de 2015, 2015) 
 
Relación del análisis doctrinario y jurisprudencial con casos específicos en la práctica 
profesional 
 
En este apartado, lo que se pretende es generar una reflexión al respecto del análisis de las 
aproximaciones de la doctrina y la revisión jurisprudencial aplicada específicamente a casos 
prácticos. En la experiencia profesional se encuentra que existen personas que al 1 de abril de 
1994 no contaban con 35 o 40 años de edad (de acuerdo a sexo), pero que a partir de la fecha de 
entrada en vigencia del sistema general de seguridad social, acreditan 15 años cotizados o su 
equivalente en tiempo de servicio. 
 
La anterior situación, genera una desigualdad frente a la aplicación del régimen de 
transición, pues una misma situación jurídica y consolidada bajo un supuesto de que dicha 
persona tiene derecho a que le sea aplicado el régimen de transición, se ve troncado en un 
principio por la omisión que contrajo el art. 36 de ley 100 de 1993, que tuvo el legislador al no 
contemplar la posibilidad que una persona que menor de 35 o 40 años según el caso, bien podía 
ser beneficiaria de dicho régimen al acreditar los 15 años cotizados o su equivalente en tiempo de 
servicio, pero cumplir la edad mínima (55 o 60 años) con posterioridad al 31 de diciembre de 
2014. 
 
De ahí que su expectativa para poder disfrutar del beneficio transicional se ve limitada al 
acudir a los postulados de la ley 100 de 1993 modificada por la Ley 797 de 1993, los cuales fijan 
para acceder a la pensión de vejez normas que como se expone anteriormente son totalmente 
desfavorables pues hacen más difícil el cumplimiento  los requisitos al incrementar la edad en 
dos años. Teniendo presente que el monto de la prestación también es inferior, la fórmula para 
calcular el IBL (Ingreso Base de Liquidación) pasa de ser un promedio de los últimos diez años o 




Al plantearse las respectivas reclamaciones solicitando la aplicación del régimen de 
transición a las personas mencionadas, se tiene que la Administradora Colombiana de Pensiones 
(Colpensiones), se limita a señalar que pese a que el asegurado acredita al 1 de abril de 1994 15 
años de servicios, no acredita la edad, es decir 40 años, razón por la cual no conserva el régimen 
de transición.  
 
En otros casos a pesar de que se reconoce que el asegurado es beneficiario del régimen de 
transición, al momento de estudiar de fondo señalan, 
Así mismo se deja claro en el presente acto administrativo que el régimen de transición 
expiró el 31 de diciembre de 2014, y a dicha fecha no consolidó requisitos bajo ninguna 
norma anterior a la vigencia de la Ley 100 de 1993 para acceder a la pensión de vejez, 
situación que hace que la prestación se reconozca bajo los postulados de la Ley 797 de 
2003.  (Colpensiones, 2016) 
 
Del mismo modo, las resoluciones proferidas por COLPENSIONES al pronunciarse de 
fondo sobre las solicitudes hacen alusión a que pese a ser beneficiarios del régimen de transición, 
el mismo solo era aplicable hasta el 31 de diciembre de 2014, razón por la cual las prestaciones 
se estudian bajo los postulados de la Ley 797 de 2003. 
 
Si bien es cierto que, desde la óptica normativa en un principio le asiste razón a 
Colpensiones para negar el estudio de la prestación bajo el régimen de transición, también lo es 
que el legislador al momento de adoptar el régimen de transición contemplado en el art. 36 de la 
Ley 100 de 1993 frente al límite temporal no tuvo en cuenta que había personas que podían ser 
beneficiarias de dicho régimen y cumplir la edad con posterioridad al año 2014; sin embargo, se 
tiene que con el recuento normativo de los diferentes tratados y convenios internacionales, así 
como las diferentes pronunciamientos de las Altas Cortes frente a la protección de derechos 
adquiridos y expectativas legítimas, es posible la aplicación del régimen de transición en los 




Los motivos anteriores son razones suficientes pues hay que recordar que el derecho a la 
seguridad social es un derecho elevado a rango constitucional, incluso hace parte del bloque de 
constitucionalidad, sin que sea posible que el mismo se vea afectado con normas que los 
desconozcan o hagan más gravosos los requisitos pensionales, o los eliminen como lo hizo el 
acto legislativo 01 de 2005. 
 
En este artículo previamente se hizo alusión a la postura acogida por la mayoría de 
integrantes de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, cuya postura permite que una 
persona que hubiese cumplido la edad pensional con anterioridad a la entrada en vigencia la Ley 
797 de 2003, se pueda pensionar con lo impuesto en el artículo 33 original de la Ley 100 de 
1993, una vez cumpla el mínimo de semanas. La postura anterior, está basada precisamente en el 
respeto de los derechos adquiridos y bajo el entendido que una ley no puede modificar los 
requisitos para acceder a la pensión de vejez cuando los mismos sean más gravosos y se tenga ya 
acreditado alguno para acceder a la pensión. 
 
En el análisis doctrinal traído a colación se establece que es posible aplicar el régimen de 
transición más allá del 2014 para quienes solo les falte acreditar el requisito de semanas 




Se considera entonces que es posible aplicar el régimen de transición consagrado en el art. 
36 de la Ley 100 de 1993 con posterioridad al 31 de diciembre de 2014, pues el derecho al 
mismo surge de cumplir uno de los dos requisitos que consagra la norma, es decir, acreditar 35 o 
40 años de edad, el primero para las mujeres y el segundo para los hombres, o, acreditar 15 años 
cotizados o su equivalente en tiempo de servicio, a la entrada en vigencia la Ley 100 de 1993. Si 
bien es cierto que la norma consagra que el mismo sólo podía ser aplicado hasta el año 2014, 
también lo es que en el caso de cumplir con el segundo requisito, existe la posibilidad de que la 
edad mínima se adquiera con posterioridad al 31 de diciembre de 2014, situación que si bien no 
fue contemplada por el legislador, no es óbice para limitar el derecho pensional, pues en el marco 
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jurídico existen suficientes fundamentos normativos y jurisprudenciales para sustentar la tesis 
que se plantea. 
 
Respecto al precedente conocido se determina también que el Tribunal Superior de Pereira 
no se ha pronunciado por lo que se interpuso demanda por parte de quienes formularon este texto 
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